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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

   
       SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, abril veintiocho de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2004-00138-01
Acta Nro. 163 de abril 28 de 2009
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por Benjamín Vélez Díaz contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que promovió frente a Daniel Oswaldo Otálora Martínez, David Otálora Leal y Liberty Seguros S.A.
ANTECEDENTES
   



Benjamín Vélez Díaz, actuando por intermedio de apoderado judicial,  presentó demanda contra Daniel Oswaldo Otálora Martínez, David Otálora Leal y Liberty Seguros S.A., pretendiendo que se declarara que éstos son responsables civil y solidariamente por los daños y perjuicios que sufrió como producto de un accidente de tránsito ocasionado por un vehículo conducido por el primero de los mencionados demandados, de propiedad del segundo y asegurado por el último de ellos, y se les condenara al pago de una indemnización por valor de $128.000.000 indexados a la fecha de la sentencia, así como al pago de las costas.
Para justificar sus pretensiones dijo que su profesión es la de conductor y en desarrollo de esa actividad sufrió un accidente el día 24 de julio de 2002 hacia las 11:30 p.m., mientras transitaba por la carrera 12 con calle 17 de Pereira, en donde fue embestido por el vehículo de placas MAR-860, conducido por Daniel Oswaldo Otálora Martínez, de propiedad de David Otálora Leal y asegurado por Liberty Seguros S.A.; en dicho lugar estuvo involucrado un tercer vehículo de manera pasiva y como consecuencia del suceso sufrió múltiples excoriaciones y lesiones en tejidos blandos y fractura de la columna vertebral en las vértebras C4 y C5, por lo que se vio sometido a una hospitalización de 10 días, al uso de cuello ortopédico y a una intervención quirúrgica para la instalación de dos platinas que estabilizaran su cabeza, todo lo cual le generó un total de 245 días de incapacidad; el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses le dictaminó deformidad física, perturbación funcional de carácter permanente y similar perturbación psíquica.

Siguió narrando que la colisión de los vehículos ocurrió por imprudencia y negligencia de Daniel Oswaldo Otálora Martínez que hizo caso omiso de la señal de pare que existe en la calle 17 y transitaba por allí a alta velocidad; que intentó infructuosamente la conciliación ante la fiscalía que adelanta la investigación penal del caso y también ante un conciliador adscrito al Centro de Conciliación de la Cámara de Comercio de Pereira, pero tampoco allí hubo acuerdo alguno.
Dijo, por último, que fue afectada su vida de relación por la disminución de su condición fisiológica y psicológica, así como se han visto afectados él y su familia por la pérdida de capacidad laboral ocasionada por la secuela que quedó en su estructura ósea; que los gastos que demandó su atención hospitalaria y ambulatoria fueron cubiertos con el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito, y las incapacidades, tratamiento e intervención quirúrgica fueron pagadas por el Instituto de Seguros Sociales; que los demandados no han efectuado pago alguno derivado del accidente ni ofrecido indemnización por los perjuicios causados con el mismo; que conduce taxis desde hace más de18 años y su ingreso salarial depende del número de servicios que pueda realizar en turnos de 12 horas, así que debe estar en óptimas condiciones físicas y síquicas para desarrollar su labor, las que el accidente diezmó y eso le hace difícil conservar un trabajo debido a su baja producción, situación que afecta el ingreso económico y la calidad de vida de su familia.
El conocimiento de esa demanda correspondió al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, despacho que, luego de que el actor efectuó algunas correcciones, la admitió mediante auto del 30 de agosto de 2004 y ordenó notificar personalmente esa decisión a los demandados. 
Los codemandados Daniel Oswaldo Otálora Martínez y David Otálora Leal no la contestaron, pese a que fueron notificados de manera oportuna. Por su parte y por intermedio de apoderado judicial, Liberty Seguros S.A. confutó la mayoría de los hechos, aunque aceptó el quinto de ellos, y se opuso a las pretensiones; adicionalmente propuso las excepciones que llamó culpa concurrente de la víctima y un tercero en la colisión, culpa exclusiva de un tercero en la colisión, inexistencia de obligación de reparar los daños no causados por el vehículo asegurado, inexistencia de los perjuicios, perjuicio moral irreal, cobro de perjuicios morales bajo medidas de la jurisdicción penal, exclusión del lucro cesante y daño moral en el contrato de seguro, límite asegurado y deducible, e inexistencia de solidaridad entre asegurado y aseguradora para con la víctima. 
En escrito independiente, esta codemandada llamó en garantía al Municipio de Pereira y a William Alberto Mejía Romero, pero no hubo intervención de estos en el proceso, pese a que llegó hasta el punto de recibirse contestación del Municipio; ello, en razón a que las notificaciones a los llamados se efectuaron por fuera del término establecido por el artículo 56 inciso 2 del Código de Procedimiento Civil.
Oportunamente fueron decretadas las pruebas, que se practicaron en la medida en que las partes lo procuraron; los abogados presentaron sus alegaciones finales y se dictó sentencia en la que se desestimaron las excepciones propuestas por Liberty Seguros S.A., se declaró a Daniel Oswaldo Otálora Martínez y David Otálora Leal civilmente responsables de las lesiones sufridas por el actor, se les condenó al pago de las sumas de $20.000.000 por perjuicios morales y $20.000.000 por daño a la vida de relación, así como los intereses civiles que generen esas sumas, se declaró que la aseguradora está obligada a responder por tales condenas sin sobrepasar la suma de $50.000.000, se negaron las demás pretensiones y se condenó en costas a los demandados.
Para dictar tal sentencia el juez comenzó por analizar la legitimación sustancial de los sujetos; luego explicó que es claro que el actor fue lesionado a causa del accidente del que habla la demanda pues de ello dan cuenta una buena parte de las pruebas que reposan en el expediente; prosiguió con la conclusión de que la culpa en el accidente la tuvo Daniel Oswaldo Otálora Martínez, lo cual sustentó en las confesiones fictas derivadas de la inasistencia de éste al interrogatorio para el que se le citó, añadiendo a ello la existencia de una sentencia penal que la determinó; con apoyo en las confesiones que contiene la contestación de la persona jurídica demandada estimó que existe la póliza que la hace responsable del pago de las condenas que se emitieron en contra de los demandados; y, encontró demostrada solamente la existencia de perjuicios morales y por el daño a la vida de relación. 
También con apoyo en los anteriores postulados desechó algunas de las excepciones propuestas por la codemandada Liberty Seguros S.A., e hizo lo mismo con otra parte de ellas argumentando que la póliza no fue allegada al proceso y debido a ello no es posible dar por hecho que el pago de daño moral haya sido excluido de la cobertura del seguro que la trajo a este asunto. La excepción límite asegurado y deducible prosperó, de nuevo porque el juez consideró suficiente la confesión contenida en la única contestación de demanda que se recibió respecto de la inclusión de una cláusula según la cual el límite asegurado es de $50.000.000, con deducible por un salario mínimo mensual legal vigente.
Esa decisión fue apelada por la aseguradora demandada que básicamente insistió en que la indemnización debe reducirse porque la víctima se expuso al daño; además, en que en el contrato de seguro que la vincula a este caso se excluyó la culpa grave, el daño moral, y el daño a la vida de relación. Los argumentos expuesto por el recurrente pueden sintetizarse, por una parte, en que hay pruebas, concretamente la confesión que se deriva de la inasistencia del demandante al interrogatorio de parte, de que éste conducía con excesiva velocidad y de lo contrario podría haber evitado el accidente, de tal manera que es en parte responsable de la ocurrencia del mismo, y de otro lado, en que las condiciones de la póliza están probadas con el informe rendido por la superintendencia financiera, que allí se excluyó la culpa grave y el daño moral, y que el daño a la vida de relación no podía estar cubierto por cuanto la póliza se suscribió antes de que la jurisprudencia admitiera la procedencia de la indemnización por ese tipo de perjuicios.
Sin actuaciones pendientes se procede ahora a decidir de fondo el asunto previas estas,  

CONSIDERACIONES

Sea lo primero decir que no se observa irregularidad alguna que pueda invalidar lo actuado, y que están reunidos los presupuestos procesales, de manera que la decisión será de fondo. 
El juzgado, ya se dijo, dio por sentada la responsabilidad civil de Daniel Oswaldo Otálora Martínez y David Otálora Leal en el suceso que causó lesiones a Benjamín Vélez Díaz, razón por la cual los condenó a pagarle la suma de $20’000.000,oo por concepto de los daños a la vida de relación y otro tanto por perjuicios morales, más los intereses causados sobre esos valores a la tasa del 6% anual, a la vez que declaró que la aseguradora estaba obligada a responder por la cantidad de dinero impuesta, hasta el límite establecido en la póliza de responsabilidad civil extracontractual, esto es, $50’000.000,oo.
No discuten las partes la imputación de la responsabilidad, si bien el actor y las personas naturales demandadas no apelaron la sentencia y la compañía de seguros lo hizo con sustento en dos razones que no buscan derruir esa conclusión, de manera que ese aspecto debe mantenerse incólume.

Precisamente lo que pretende la aseguradora es que, por un lado, se reconozca en esta sede que la víctima se expuso al daño y por tanto la indemnización debe reducirse; y por el otro, que se diga que el contrato de seguro celebrado con el demandado excluye la responsabilidad por culpa grave y daño moral, y que no se amparó el daño a la vida de relación.

Sobre el primer punto de disentimiento recalca la aseguradora que está probado el exceso de velocidad del demandante en el momento del infortunio, como quiera que no asistió a absolver el interrogatorio de parte que se le iba a formular, es decir, por vía de confesión; además, es prueba de esa circunstancia el hecho de que el asegurado después de realizar el pare, contar con visibilidad, no observar obstáculo e iniciar el cruce fuera impactado por el taxi, pues ello indica que éste iba a exceso de velocidad, pues de lo contrario hubiera detenido su marcha para evadir la colisión.
Es cierto que el demandado no respondió el llamado que se le hizo para absolver interrogatorio y que de allí sobreviene una confesión ficta en los términos del artículo 210 del C.P.C., sobre los hechos que en el acta del 20 de febrero de 2006 se hicieron constar, entre ellos, el exceso de velocidad. Pero lo que no puede desconocerse es que en nuestro sistema procesal toda confesión, incluso la presunta, puede ser infirmada si en el proceso se aporta prueba en contrario. Y de que aquí la hay no surge hesitación.
El juzgado lo dijo, y se repite, que respecto del accidente que dio lugar a este trámite hubo un pronunciamiento penal, en primera y segunda instancia, que hizo tránsito a cosa juzgada y que frente a la responsabilidad declarada tiene efectos erga omnes. Y no fueron decisiones antojadizas o caprichosas; todo lo contrario, la sentencia penal de primera instancia contiene un análisis pormenorizado de cuanto ese día ocurrió y descartó, sin reserva alguna, que pudiera haber concurrido en el accidente culpa de la víctima, defensa que esgrimió el procesado en su momento ante los estrados penales pero que no le fructificó, simplemente porque quedó en evidencia que fue él quien imprudentemente invadió la ruta que llevaba el taxi y fue a dar contra este, causando lesiones a su conductor, actitud favorecida por su estado de alicoramiento.
Si en eso consistió el fallo penal, en declarar que toda la responsabilidad recayó en este caso en el señor Daniel Oswaldo Otálora Martínez, no puede ahora la justicia civil variar esa apreciación, porque como bien sustentó el juzgado con pronunciamientos de nuestra máxima corporación, ella se impone sobre cualquiera otra que al debatir nuevamente el asunto por esta vía pudiera tenerse.
En lo que toca con las exclusiones del seguro, es necesario señalar que aquí no se aportó prueba escrita del mismo; sin embargo su existencia está acreditada por el medio de la confesión, como lo admite hoy día el artículo 1046 del C.Co. modificado por el artículo 3º de la Ley 389 de 1997. Sobre este específico aspecto no hay discusión, como sí surge en lo relacionado con sus exclusiones porque de acuerdo con la sentencia, “como no se anexo (sic) el documento que lo contiene, se desconoce el interés y riesgo asegurado, además, las obligaciones condicionales del asegurador, impidiendo discernir sobre su contenido para establecer la prosperidad o no de la excepción”, relacionada ésta con la exclusión del lucro cesante y el daño emergente.
Pero no tuvo en cuenta el juez de primer grado que la confesión es indivisible y que, por tanto, debe aceptarse con las modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado, excepto cuando exista prueba que las desvirtúe. De manera que si en este caso la confesión se hace derivar no sólo de la aceptación que el representante legal hizo en la audiencia en la que absolvió interrogatorio de parte sobre su existencia, sino también de las manifestaciones que contiene la respuesta a la demanda, de conformidad con lo reglado por el artículo 197 del estatuto procesal civil, ha debido también acoger esos otros hechos explicativos, como los relacionados con la exclusión del lucro cesante y el perjuicio moral. 

Es más, para establecer que sí hubo exclusiones, al margen de este medio de prueba, bastaría ver que el artículo 2° de la Ley 389 de 1997, dispuso que “En los casos en que no aparezcan expresamente acordadas, se tendrán como condiciones del contrato aquellas de la póliza o anexo que el asegurador haya depositado en la Superintendencia Bancaria para el mismo ramo, amparo, modalidad del contrato y tipo de riesgo”. Lo cual sugiere que aun cuando no hubieran sido pactadas las condiciones del contrato de seguro, existiendo este anexo de ahí se pueden colegir, como ocurre en este caso en el que la Superintendencia Financiera  de Colombia envió sendos ejemplares de las condiciones generales de las pólizas de seguro “My Car” y “Total Car”, relacionadas con la cobertura de la responsabilidad civil extracontractual, y en ambas, en el parágrafo tercero de la cláusula segunda, se excluyen, salvo acuerdo en contrario, la culpa grave, el daño moral y el lucro cesante. 
De esta suerte, descartada la culpa grave como factor de exoneración en este caso, según lo que arriba quedó planteado sobre la primacía de la decisión penal, sí tiene cabida, en cuanto al daño moral tasado por el juzgado, siguiendo la orientación que en ese sentido ha tenido esta Sala en recientes pronunciamientos en los que en síntesis se ha dicho que en los términos del artículo 1127 del Código de Comercio: 
   


“ ‘El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…’  (resaltamos).

   


Ya no es pues, como antaño, que se imponga al asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios que sufra el asegurado, concepto bajo el cual se sostenía que todo aquello que tuviera que pagar a la víctima, por daños patrimoniales o extrapatrimoniales, se revertía en un perjuicio patrimonial para él que debía serle compensado por la aseguradora. La orientación de la norma con la reforma que le introdujo la Ley 45 de 1990 es distinta, porque se trata de que la aseguradora indemnice los perjuicios de orden patrimonial, que no extrapatrimonial, que se le causen a la víctima.

   


Esto no implica, por supuesto, que en un evento determinado no puedan llegar a cubrirse los perjuicios extrapatrimoniales; lo que ocurre es que para que suceda de esa manera es necesario que esa protección se incluya en el contrato de seguro que se ha suscrito entre el asegurado y la aseguradora o que, por lo menos, no se excluyan y en forma genérica se pacte el reconocimiento de los perjuicios que se le lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir.” 

Así, pues, como la exclusión del daño moral es expresa, debe modificarse el ordinal cuarto de la parte resolutiva de la sentencia en cuanto a que la aseguradora sólo estará obligada a responder por el valor determinado por el juzgado como daño a la vida de relación, sin que para esto sirva de excusa a la empresa que no se excluyó esta especie de perjuicio porque apenas para el mes de mayo de 2008 la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia vino a reconocer la posibilidad de imponer una indemnización de ese tipo, pues siendo cierto que la sentencia SC 035 de 2008 
 profundizó, por fortuna, en la distinción que existe entre diversos perjuicios de orden extrapatrimonial y, concretamente, entre el daño moral y daño a la vida de relación, no es del todo acertado que se diga que fue la primera vez que se abordó ese aspecto, porque en esa misma providencia la alta Corporación empezó por recordar que de tiempo atrás se había pregonado una especie de perjuicio denominado “daño a la persona” con todas las aristas que de allí surgen.  Sobre el punto, dijo que: 

      


Para abordar el tema es preciso empezar por recordar que, en pretérita ocasión, mucho antes de que fuera promulgada la Constitución Política de 1991, esta Corporación tuvo la oportunidad de aludir al denominado “daño a la persona”, para señalar que consiste en un “… desmedro a la integridad física o mental, o en injuria al honor, la libertad o la intimidad …” (G.J. t. CXXIV, pag. 58).

 



Puntualizó además que un daño semejante puede dar origen a múltiples consecuencias relevantes, algunas de ellas con carácter patrimonial como, verbigracia, “… los gastos de curación o rehabilitación …” o “… las ganancias ciertas que por tal motivo ha dejado o dejará de percibir …”, mientras que otras de linaje diverso pueden repercutir en el “… equilibrio sentimental …”, o verse igualmente reflejadas en “… quebrantos transitorios o definitivos, más o menos graves, en la vida de relación del sujeto …”.

 


 
El primero de tales conceptos corresponde a las nociones de daño emergente y lucro cesante que, se itera, constituyen expresiones características del perjuicio que reviste naturaleza eminentemente patrimonial, en los términos en que han sido descritos por los artículos 1613 y 1614 del Código Civil.   El segundo se identifica con la noción de daño moral, que incide o se proyecta en la esfera afectiva o interior de la persona, al generar sensaciones de aflicción, congoja, desilusión, tristeza, pesar, etc.   Y el tercero, es el denominado daño a la vida de relación, que se traduce en afectaciones que inciden en forma negativa sobre su vida exterior, concretamente, alrededor de su “… actividad social no patrimonial …”, como se lee también en el citado fallo.   

  



Específicamente, con respecto a las dos ultimas categorías, es de notar que aunque se trata de agravios que recaen sobre intereses, bienes o derechos que por su naturaleza extrapatrimonial o inmaterial resultan inasibles e inconmensurables, en todo caso, ello no impide que, como medida de satisfacción, el ordenamiento jurídico permita el reconocimiento de una determinada cantidad de dinero, a través del llamado arbitrium judicis, encaminada, desde luego, más que a obtener una reparación económica exacta, a mitigar, paliar o atenuar, en la medida de lo posible, las secuelas y padecimientos que afectan a la víctima.”
Adicionalmente, recordó la Corte que desde el año 1993 en nuestro medio se ha venido hablando de esta modalidad de daño, concretamente en la jurisprudencia del Consejo de Estado, así que no resulta ser un tema novedoso, ni exótico, que impidiera una eventual exclusión de una póliza de seguros, tanto menos si ella puede darse en forma genérica respecto de los perjuicios extrapatrimoniales. 
Así que como en este caso se desconoce el contenido del contrato de seguro y de las condiciones generales aportadas no se desprende que la cobertura por responsabilidad civil extracontractual excluyera más perjuicio extrapatrimonial que el moral propiamente dicho, no se puede extender la aludida exclusión al daño a la vida de relación, lo que implica que en ese sentido la sentencia se sostendrá. 

Como el recurso prospera parcialmente, las costas en esta sede serán a cargo del demandante y a favor de la recurrente en un cincuenta por ciento de las causadas. 




DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Benjamín Vélez Díaz promovió frente a Daniel Oswaldo Otálora Martínez, David Otálora Leal y Liberty Seguros S.A. pero MODIFICA el ordinal cuarto de la parte resolutiva en el sentido de que sociedad Liberty Seguros S.A., sólo estará obligada a responder, en la forma allí indicada, por el monto de los perjuicios derivados del daño a la vida de relación impuesto en el ordinal tercero. 
 



Costas en esta sede, en un 50% de las causadas, a cargo del demandante y a favor de la aseguradora recurrente.  
  



Notifíquese

  



Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS









� En tal sentido pueden leerse las sentencias proferidas por esta misma Sala el 16 de octubre de 2008, expediente 66001-31-03-004-2006-00007-01 y el 29 de enero de 2009, Expediente 66001-31-03-001-2005-00148-01.





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 13 de mayo de 2008, Exp. 11001-3103-006-1997 09327-01, M.P. César Julio Valencia Copete
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